MEDINA GLORIA DEL CARMEN C/ LINEA  293  S/ Daños y Perjuicios

                              Exp:66996 Jz 1

                              REG. SENT. DEF. N°: 208

Lomas de Zamora, a los 10 días de  noviembre  de  2009, reunidos en Acuerdo Ordinario los  señores  jueces  que integran  esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Rodolfo  Miguel Tabernero y Norberto Horacio Basile con la  presencia  del  Secretario  actuante,  se  trajo  a despacho, para dictar sentencia,  la  causa  n°  66996, caratulada: "MEDINA  GLORIA  DEL CARMEN C/ LINEA 293 S/ Daños  y  Perjuicios".- De conformidad con lo dispuesto por  los  artículos  168  de  la  Constitución  de   la Provincia de Buenos Aires y  266  del  Código  Procesal Civil  y  Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes:

                 -C U E S T I O N E S-

               1°.- ¿Es ajustada a derecho la sentencia dictada?

               2°.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.),  dió  el  siguiente  orden  de  votación: Dres. Basile y Tabernero.-

                   -V O T A C I O N-

A la primera cuestión el Dr. Basile dice:

               I.- El señor juez titular del juzgado de primera   instancia   en   lo  civil  y  comercial  N°1 departamental  dictó  sentencia  a fs. 150/162 haciendo lugar a la demanda  promovida  por  Gloria  del  Carmen Medina,  en  nombre  y representación de su hija Miriam Loureiro  contra  Expreso  Granate  SA  y  otros  Unión Transitoria de Empresas. Hizo extensiva la condena,  in solidum,  a  Mutual Rivadavia de Seguros del Transporte Público  de  Pasajeros,  en  la  medida de la cobertura contratada.  Impuso  las costas a la demandada y citada en garantía  y  difirió  la  regulación  de  honorarios profesionales  hasta  tanto  exista  base   patrimonial firme. 

               El pronunciamiento fue apelado a fs. 165 por  la  parte  actora  y  a fs. 167 por la demandada y citada en garantía. 

               Radicadas las presentes  actuaciones  en esta Sala, a fs.  186/187  expresó  agravios  la  parte actora  y  a  fs.  188/196  los  accionados. Corrido el traslado de las expresiones de agravios, el  mismo  fue evacuado en forma silente. 

               A  fs. 199 se llamó la causa para dictar sentencia por providencia que se encuentra consentida. 

               DE LOS AGRAVIOS

               II.-  Se  agravia la parte actora de los montos  fijados  en  la  sentencia   en   concepto   de incapacidad  sobreviniente, gastos de asistencia médico farmacéutica  y  traslados y de daño moral, solicitando su elevación. 

               Por su parte, los accionados  cuestionan la   sentencia  en  cuanto  a  los  rubros  incapacidad sobreviniente y daño moral; se agravian tambien  de  la tasa de interés fijada en el decisorio, solicitando  la aplicación de la tasa pasiva; y finalmente,  cuestionan la extensión de la condena "in solidum" a la citada  en garantía.

               CONSIDERACION DE LAS QUEJAS

               III.- Primeramente  he  de  abocarme  al tratamiento  de   las   quejas   referidas   al   rubro incapacidad sobreviniente, en el cual se  han  abordado las  consecuencias tanto psíquicas como física en forma conjunta, lo cual no ha sido motivo  de  queja  de  los justiciables, ya que si bien se ha puesto de manifiesto la necesidad que sean tratados en forma  independiente, del  escrito  recursivo  no  se  advierte  más  que  la disconformidad  respecto  a  la  justipreciación  de la incapacidad. 

               El   plexo  normativo  que  conforma  el Código  Civil resulta un concepto de daño que emana del artículo  1068  completado por el 1078 del mismo cuerpo legal. De ellos resulta que "habrá daño siempre que  se causare a otro un perjuicio susceptible de  apreciación pecuniaria  o directamente en las cosas de su dominio o posesión o indirectamente por el mal hecho a su persona o  a  sus  derechos  o facultades" o cuando se ocasione daño moral (esta Sala, Exp:64134 RSD: 131/08 29-04-2008 in  re  "Diaz,  Manuel Sebastian c/Dirección General de Educación Técnica y Agraria s/Ds y Ps").

               La integridad física  es  un  bien  cuyo desmedro da  derecho  a  la  pertinente  indemnización, independientemente de que las lesiones sean permanentes o no y su cuantificación no debe ceñirse  estrictamente a operaciones aritméticas que arrojen guarismos exactos que  resulten  de  multiplicar  cantidad  de  meses  de imposibilidad  laborativa   por   ingresos   mensuales, correspondiendo ejercer -en principio- la prudencial  y equitativa  facultad  judicial  (Arts.  1068  del  Cod. Civil;  165  del  CPCC;  esta  Sala,  RSD: 415/04 in re "Nagus, Alfiret c/Garay, Dionisio s/Ds y Ps").

               La integridad física,  entonces,  es  un bien   cuyo   desmedro   da  derecho  a  la  pertinente indemnización puesto que se ha precisado la importancia que tiene para la persona, sobre  todo  en  relación  a ciertos  aspectos  que  constituyen  condiciones  de la normal convivencia, por exteriorizarse en la  actividad individual   y   social.  Por  ello,  en  la  jerarquía constitucional   de   valores,   los   personales   son antepuestos a los patrimoniales: todos los instrumentos de  orden  patrimonial  son  subordinados  al  fin   de garantizar  la  "persona humana" (esta Sala, Exp: 63791 18/09/2007 RSD:306).

               El  daño psíquico puede importar un daño patrimonial   indirecto  en  tanto  produce  deterioros orgánicos  que  impiden  el  ejercicio  habitual  de la actividad  laborativa  de  la  víctima,  y en todo caso infligen un daño patrimonial  directo  al  disminuir  o afectar la integridad personal. La disminución  de  las aptitudes  psíquicas  constituye  un  daño  resarcible, cuando provoca una incapacidad total y permanente, pero también  cuando  la  víctima  no  desempeña  al momento actividad  alguna  (Rey,  Rosa-Rinessi,   Antonio   "La cuantificación   del   Daño.   Sus   implicancias"   en "Cuantificación   del   Daño  2001-1"  Edit.  Rubinzal-Culzoni, pag. 45).

               En   estos   obrados,    mediante    los dictámenes   periciales   de   fs.   104/105   (pericia psicológica) y fs. 124/125 (pericia médica)  se  extrae que  la  víctima padece como consecuencia del accidente de una incapacidad psíquica del 20% debido  a  neurosis depresiva  leve y una incapacidad física del 8% parcial y   permanente   por   secuela  traumática  de  tobillo izquierdo. 

               No   habré‚   de   apartarme    de    las conclusiones  del  dictámen de la perito psic¢loga, más allá del cuestionamiento efectuado a fs.  107/110,  que fuera evacuado a fs. 138/140 por la experta (art. 384 y 474 CPCC). 

               Ahora bien, en atención a  las  lesiones padecidas,  tanto  en  el  plano  psíquico  como  en el físico, la edad de la víctima y demás condiciones de la misma, estimo que corresponde elevar la  suma  otorgada en  este  concepto a la de pesos treinta y cinco mil ($ 35.000), lo cual dejo propuesto al Acuerdo. 

               IV.-  Ambas  partes  cuestionan  la suma asignada en concepto de daño moral. 

               El   daño  moral  es  aquel  que  afecta principalmente   los   derechos   y   atributos  de  la personalidad,  de  carácter  extrapatrimonial,   y   su reparación tiene por objeto indemnizar el quebranto que supone la privación o disminución  de  aquellos  bienes que tienen un valor fundamental en la vida del hombre y que son:  la  paz,  la  tranquilidad  de  espíritu,  la libertad individual, la integridad física, el  honor  y los más sagrados afectos. No requiere prueba específica en cuanto ha de tenérselo por demostrado  por  el  solo hecho  de  la acción antijurídica (art. 1078 del Código Civil y su doctrina; S.C.B.A., 13-6-89, "Miguez,  Rubén y  otros  c/Comarca  S.A. y otro -L 40.790- El Derecho, T°136, pág. 526).

               En  otras  palabras,   el   daño   moral consistente en la privación o disminución  de  aquellos bienes con señalado valor en la vida de  las  personas, además de no resultar  la  necesaria  demostración  del daño,   al   Juez   corresponde   receptar  el  reclamo indemnizatorio   del   mismo,   tratándose   de  hechos ilícitos, dolosos o culposos.

               La  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la Nación ha impuesto la doctrina  que  establece  que  el daño moral tiene carácter resarcitorio, el que surge de textos legales expresos (arts.  522  y  1078  del  Cód. Civ.), no teniendo que guardar  relación  con  el  daño material, pues no se trata de un daño accesorio a  éste ("Forni,  Francisco  y otros c/Ferrocarriles Argentinos s/Indem.  de  D.  y  Perj.",  F-439.XXI, Setiembre 7 de 1989).

               Como  bien  dice  von  Ihering,  "Ouvres Choisies", París, 1893, t°II, págs. 154, 155 y 179,  el que sufre un perjuicio debe serle reparado no solamente por las  pérdidas  pecuniarias  sino  también  por  las restricciones  llevadas   a   su   bienestar,   a   sus conveniencias,  por  los disgustos, las agitaciones del espíritu  que  le  han sido causadas. La persona, según este autor, puede ser lesionada por lo que es y por  lo que tiene. En lo que es: su  cuerpo,  su  libertad,  su honor  y  en lo que ella tiene en sus relaciones con el mundo exterior.

               No puede dejarse de  considerar  que  la reparación del agravio moral corresponde no sólo por lo dispuesto por los  artículos  522  y  1078  del  Código Civil,   sino   por   lo   establecido   ahora  por  la Constitución Nacional al jerarquizar los tratados  como el  Pacto  de  San  José  de Costa Rica -art. 11- (esta Alzada, Sala I, R.S.D. N° 53, sent. del 9-III-00).

               Es obvio,  que  desde  una  especial  -y respetable-  concepción  de la ética puede mirarse a la reparación  del  daño moral como un apartamiento de las rigurosas  exigencias  que  tal ética formula a quienes deseen  seguirla. Pero no cabe que los jueces se guíen, al determinar el derecho, por patrones de moralidad que excedan  los habitualmente admitidos por el sentimiento medio, pues como lo señala Cardozo, "los  jueces  deben dar  vigor  con sus sentencias a la moralidad corriente de  hombres  y mujeres de conciencia recia ("The nature of the judicial process". U.S., Yale University  Press, 1937, p. 106). En efecto, la decisión judicial no ha de reemplazar   las   opciones   éticas   personales  cuya autonomía  también  reconoce  el  artículo  19  de   la Constitución Nacional.

               La cuantificación del daño  moral  queda sujeta  más  que  cualquier  otro concepto, al prudente arbitrio judicial, dependiendo del hecho generador, así como  de  las  particulares  situaciones  que  en  cada supuesto se verifican (SCBA Ac. 42303, 3-4-90).

               Tratándose  de  un  perjuicio que por su propia  naturaleza,  no  resulta  mensurable,  se  debe recurrir  entonces  a  pautas  de  razonabilidad,   que intenten  acercar  equitativamente  la  tasación  a  la realidad del perjuicio.

               Y en esa misma dirección, siendo que  el daño moral es una alteración profundamente subjetiva  e inescrutable,  la  apreciación  debe ser necesariamente objetiva   y  abstracta.  Para  ello  debe  tomarse  en consideración cuál pudo ser hipotéticamente  el  estado de  ánimo  de una persona común, colocada en las mismas condiciones en que se halló el damnificado  (Bustamante Alsina,   Jorge,   "Equitativa   valuación   del   daño mensurable", en La Ley, 1993-A-347 y ss.).

               Lo  que  se  procura,  en definitiva, es alcanzar un objetivo  justo  dentro  de  una  seguridad mínima, que no priorice la situación  del  dañador,  ni automatice  la  indemnización,  desentendiéndose de las particularidades de cada suceso.

               Siendo  de  tal  modo,  entiendo  que la reparación   no   debe   llegar   a  una  indemnización simbólica, ni enriquecimiento injusto,  no  transitando por una tarifación con mínimo y máximo,ni un porcentaje del  daño patrimonial, tampoco determinado en base a la sola prudencia, sino antes y mejor, a la diferenciación según  la  gravedad  del   daño,   atendiendo   a   las particularidades  del  caso,  de  la  víctima   y   del victimario, sin desconocer la necesaria armonización de las reparaciones en casos semejantes (CALZ Sala I, Reg. Sent. Def. 96/94, 196/95, 255/95, 91/97 y otros).

               En atención a las lesiones que sufrió la víctima,  su  edad  (tanto en el momento del accidente, como  en  la  actualidad)  y demás particularidades del caso, estimo justo elevar la suma otorgada en  concepto de  daño  moral a la de pesos veinte mil ($ 20.000), lo cual dejo propuesto al Acuerdo. 

               V.-  Se  agravia  la  parte actora de la suma   fijada  en  concepto  de  gastos  medicos  y  de traslados, sosteniendo que corresponde que la misma sea elevada, ya que se englobó los dos reclamos en una suma única. 

               Debo recordar en este momento que existe firme doctrina  legal  que  indica  que  acreditada  la existencia de lesiones debe entenderse que  la  víctima debió incurrir en gastos  de  médicos,  de  farmacia  y traslados,  criterio  que se mantiene aún habiendo sido tratado  en  instituciones púlicas gratuitas, así como la  no  exigencia de presentación de acreditaciones por tales erogaciones (CALZ Reg. Sent. Def. 372/85, 266/90, 234/90, 164/91, 269/90, 70/07 entre otras).

               Los  gastos  de tratamiento y medicación como cualquier otro, exigen prueba (arts.  1068,  1069, Código  Civil;  375, Código Procesal). Pero no se ha de perder de vista que en este terreno siempre se producen ciertos  gastos  necesarios,  que  aunque  no  resulten acreditados deben ser indemnizados razonablemente, pues lo contrario equivale a ignorar un hecho notorio  (art. 163 inc. 5° y 6° Código Procesal).

               El rubro "gastos médicos y de  farmacia" -a lo que cabe agregar las erogaciones derivadas de los traslados  que  ha  debido   procurarse   la   víctima- comprende     aquellos     gastos     orientados     al restablecimiento  de  la  integridad  psicofísica   del damnificado,  siendo  su  resarcibilidad   expresamente consagrada por el artículo 1086 del Código Civil; y  no resultando  necesaria   la   prueba   acabada   de   su existencia,   cuando   su   evidencia   resulta  de  la naturaleza  de  las  lesiones sufridas o de informes de historias   clínicas   emitidas   por  establecimientos hospitalarios y  asistenciales  (esta  Sala,  Exp:66967 RSD:  157/09  01/09/2009  in  re  "Ojeda,  Daniel Felix c/Trans. Met. Gral. Roca s/Ds y Ps").

               Esta   Sala  ha  sostenido,  que  si  el reclamante  pretende una reparación completa y absoluta de los gastos que en atención médica y de farmacia haya incurrido,  debe   acreditar   los   mismos   con   los respectivos  comprobantes (CALZ Sala I, Reg. Sent. Def. 269/90, 234/90, 370/91, 70/07, 13/08 entre otros).

               Así   las   cosas,  en  atención  a  las lesiones  verificadas y demás condiciones personales de la víctima, estimo que se encuentra ajustado a  derecho el montos fijado por gastos de farmacia y de traslados, por lo que propongo al Acuerdo su confirmación.

               VI.- Referido al agravio  formulado  por la  demandada  y citada en garantia respecto de la tasa de interés establecida en la instancia de origen,  cabe recordar  que es doctrina de esta Alzada que al capital de  condena  deba  adicionarse  un  plus en concepto de intereses, a la tasa que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de  descuento  (Tasa Activa)  siguiendo  las  directivas  impuestas  por  el Código  Civil  (art. 509, 622 y ccdtes), haciéndose eco de una razonable discreción en torno a la determinación de la tasa  de  interés  aplicable  (CSJN,  autos  "Bco Sudameris  c/Belcam"  -Fallos: 317:507, Sent. Del 17-V-1994). 

               Ello  no  obstante, nueva doctrina legal de  nuestra Casación Provincial (SCBA, Ac. 101.774 sent del  21/10/2009  in  re  "Ponce  c/Sangalli s/Ds y Ps") obliga  al  Tribunal,  sin perjuicio de no compartir el infrascripto los fundamentos que la sostienen, a variar la   posición  mantenida  hasta  la  fecha,  porque  ha resuelto que la determinación de  la  tasa  de  interés efectuada por los  jueces  de  grado  no  puede  quedar privada  de  los  efectos  que  le son inherentes en el marco  de  la  competencia  que  las   normas   de   la constitución local asignan al Tribunal Supremo. 

               En el voto del actual presidente  de  la Excma. Suprema Corte de Justicia de esta provincia, Dr. Luis  Esteban  Genoud,  que receptara la mayoría, quedó establecido  que  dicho Tribunal "como verdadero órgano judicial  de  casación, cuya télesis -por lo menos, una de sus facetas- consiste, nutrida por el  valor  de  la seguridad  jurídica  y  la  vigencia  del  principio de igualdad ante la ley, en  uniformar  la  jurisprudencia (Fallo cit. Voto del Dr. Genoud, cons. IV)."

               Y  agregó  "que  la  uniformidad  brinda certeza,  y a ello cabe referirse cuando se enfatiza en la necesidad de  afianzar  la  seguridad  jurídica:  la previsibilidad  de la interpretación y la aplicación de las  normas jurídicas, de modo que cada ciudadano pueda conocer con  certeza  sus  derechos  y  obligaciones  y prever, razonablemente, los efectos de sus actos (Fallo cit. Voto del Dr. Genoud, cons. IV)." 

               Como conclusión, el Máximo Tribunal, por esa mayoría, resolvió mantener su  inveterada  doctrina legal aplicando al capital de  condena  en  materia  de daños y perjuicios la tasa de interés que paga el Banco de  la  Provincia  de  Buenos  Aires en sus depósitos a treinta días vigente al  inicio  de  cada  uno  de  los períodos  comprometidos  y,  por  aquellos  días que no alcancen a cubrir el lapso señalado,  el  cálculo  será diario  con  igual  tasa  (conf. Art. 7 y 10 ley 23928, modif. Por ley 25561, 622 Cód. Civil; conf  causas  Ac. 57803,  "Banco  de la Provincia de Buenos Aires", Sent. 17-II-1998, entre muchas otras). Y todo  ello  pese  al abandono de la paridad cambiaria (Ley 25561).

               Es mi  íntima  convicción,  y  por  ello discrepo con el voto que hizo mayoría en  el  Tribunal, que  la  verdadera  doctrina  en materia de fijación de tasa de interés es una cuestión de  hecho  ajena  a  la Casación y que conforme la doctrina del Máximo Tribunal Federal  que citara supra, debe ser establecida por los tribunales inferiores con una razonable discreción. 

               Es  así  que  estoy persuadido que es el voto  del Dr. Juan Carlos Hitters, único en disidencia, el  que  se  compadece  con  la  verdadera doctrina del Tribunal de Casación, habida cuenta que en  difinitiva, como  bien expresa el Sr. Ministro "estamos frente a la cuantificación de un rubro indemnizatorio (el perjuicio por la ausencia de disponibilidad tempestiva del  monto de  la  condena).  En  este  sentido,  es  casi  ocioso recordar lo reiterado de la  doctrina  de  este  cuerpo según la cual la valuación de los perjuicios constituye una cuestión de hecho ajena a la competencia casatoria, regla   que   solo   puede   excepcionarse   cuando  la prerrogativa de los jueces de la instancia ordinaria no ha   sido   ejercida   con  la  necesaria  prudencia  y razonabilidad  que debe imperar en todo pronunciamiento judicial,  es  decir  cuando  ha  mediado  absurdo (Ac. 74365, sent. Del 20-IX-2000; Ac. 82947, sent del  2-IV-2003; Ac. 95628, "Valdez", del  23-V-2007;  C.  102346, "Garcia",  sent del 13-V-2009, entre otras) (Fallo Cit. Voto del Dr. Hitters en disidencia, cons. 8).

               Como corolario de lo que hasta  aquí  he expuesto, propongo al Acuerdo modificar la sentencia en cuanto  a los intereses aplicando al capital de condena desde  la  fecha  del  hecho  (18-II-2000)  y  hasta el efectivo pago, la tasa de interés que paga el Banco  de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días vigente al inicio de  cada  uno  de  los  períodos comprometidos y, por aquellos días que  no  alcancen  a cubrir el lapso se¤alado, el cálculo  será  diario  con igual tasa.

               VII.- Finalmente, es motivo  de  agravio de  la  citada en garantía la extensión "in solidum" de la condena, la cual estima que debe ser  en  la  medida del seguro.

               La   jurisprudencia  y  la  doctrina  de nuestro  país admiten que el campo de aplicación de las obligaciones  "concurrentes" (o "in sólidum") comprende tambien  los  frecuentes  casos  de responsabilidad del autor de un daño y la de su "asegurador"  contra  tales perjuicios,  con  relación  a la víctima de aquel hecho ilícito  lesivo.  Al  respecto  puede   recordarse   lo expresado  por los hermanos Henri y Lion Mazeaud, en el sentido de que cuando la víctima demanda  en  un  mismo juicio al  asegurador  y  al  asegurado  (causante  del da¤o),  puede  obtener  contra  ellos  una  condena  in sólidum, que es la que obliga por la totalidad  a  cada uno  de  los   deudores,   sin   llevar   consigo   las consecuencias de la solidaridad, y como "el  asegurador y el asegurado se encuentran desde luego obligados cada uno de ellos por la totalidad, al menos dentro  de  los l¡mites  de  la indemnización estipulada en el contrato de seguro y del daño sufrido por la víctima  (...)  así pues, la víctima debe obtener una condena  in  sólidum, que le conceda el derecho de exigir, ya del  asegurador o del asegurado, la indemnización correspondiente a  su daño  y  garantizada  por el contrato de seguro". Y tal es,  por  cierto,  lo  que  en  definitiva sucede entre nosotros  a  partir de la entrada en vigencia de la Ley de Seguros 17418, en virtud de  lo  establecido  en  su artículo  118  (Trigo Represas, F; Compagnucci de Caso, R; "Código Civil Comentado - Obligaciones",  T°II  pag. 141/142, Ed. Rubinzal-Culzoni, 2005).

               Debo recordar que la "franquicia" es una cláusula  limitativa de la extensión del resarcimiento, por el cual  el  asegurador  se  libera  si  los  daños verificados no exceden determinado monto. 

               Está fuera de discusión entre las partes involucradas   en   el   litigio,   las  condiciones  y existencia de las condiciones generales  de  la  póliza que vinculara a  la  aseguradora  y  a  la  empresa  de transportes, que establece una franquicia o descubierto obligatorio  a  cargo  del  asegurado  y  que  solo  se computará  sobre  capital  de  sentencia o transacción, participando el asegurado a prorrata en los intereses y costas (arg. art. 242, su doct.  del  Código  Procesal; 118 de la ley 17.418, CPCB Art. 242 ;  LEY  17418  Art. 118).

               Si  bien  el  seguro  de responsabilidad civil   prev‚   la  reparación  del  daño  producido  a terceros,   dicha   reparación,  en  su  caso  y  salvo previsión en contrario, nunca puede superar la  cuantía o la medida del seguro. Ello significa que  el  tercero está subordinado, le son  oponibles,  o  afectan  o  se halla   enmarcado   por   determinadas   estipulaciones contractuales,  aún cuando, obviamente, haya sido ajeno a la celebración del pacto.

               Como  corolario  de  lo   expuesto,   se advierte  que en realidad no existe contradicción en lo dispuesto por el señor magistrado  de  anterior  grado, sino que por el contrario la expresión in solidum  hace referencia  a  la  existencia  de una condena que recae sobre  múltiples  sujetos  y sobre la misma prestación, más por causas que son diversas, ya que uno responde en virtud del hecho ilícito y otro en virtud del contrato. 

               Es del caso señalar que  aquí el  contrato regula   la   extensión   de  cobertura,  que  será  la limitación sobre la responsabilidad  de  la  citada  en garantía,  no significando la expresión "in sólidum" la existencia  de  solidaridad  o  inoponibilidad  de   la franquicia. 

               En  consecuencia,  propongo  al  Acuerdo confirmar la sentencia en este punto. 

               En virtud de estas consideraciones

                 -VOTO POR LA NEGATIVA-

A la misma primera  cuestión,  el  Dr.  Tabernero,  por consideraciones análogas,   TAMBIEN   VOTA   POR   LA   NEGATIVA.-

A la segunda cuestión, el Dr. Basile dice:

               Visto el acuerdo logrado  al  tratar  la cuestión  que  antecede,   corresponde   modificar   la sentencia apelada en los siguientes aspectos: a) elevar la suma fijada en concepto de incapacidad  psico-fisica a  pesos  treinta  y cinco mil ($ 35.000); b) elevar la suma fijada en concepto de daño moral  a  pesos  veinte mil ($ 20.000); c) la condena llevará  intereses  desde la  fecha  del  evento  da¤oso  (19-IX-2000) y hasta el efectivo pago, a la tasa de interés que paga  el  Banco de  la  Provincia  de  Buenos  Aires en sus depósitos a treinta d¡as vigente al  inicio  de  cada  uno  de  los períodos  comprometidos  y,  por  aquellos  días que no alcancen  a  cubrir  el lapso se¤alado, el cálculo será diario  con  igual tasa. Las costas de Alzada habrán de ser soportadas por  la  parte  demandada  y  citada  en garantía por mantener su calidad de vencidas  (art.  68 CPCC). Los honorarios profesionales se regularán en  su oportunidad (Ley 8904).

                     -ASI LO VOTO-

A la misma segunda  cuestión,  el  Dr.  Tabernero,  por compartir fundamentos, VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

                       SENTENCIA

               En el Acuerdo quedó establecido que la sentencia no es del todo ajustada a derecho y que debe ser modificada. 

               POR  ELLO,  CONSIDERACIONES  del Acuerdo que  antecede  y CITAS LEGALES, modiícase la sentencia apelada en los siguientes aspectos: a) elévase la  suma fijada en concepto de incapacidad psico-fisica a  pesos treinta y cinco mil ($  35.000);  b)  elévase  la  suma fijada  en concepto de daño moral a pesos veinte mil ($ 20.000); c) la condena llevará intereses desde la fecha del evento dañoso y hasta el efectivo pago a la tasa de interés que paga el Banco de  la  Provincia  de  Buenos Aires en sus depósitos a treinta días vigente al inicio de cada  uno  de  los  períodos  comprometidos  y,  por aquellos  días  que  no  alcancen  a  cubrir  el  lapso señalado, el cálculo será diario con igual tasa. Costas de Alzada a la demandada y citada en garantía vencidas. Difiérese   la   regulación   de   honorarios  para  su oportunidad. Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.-

